
TEMA: NULIDAD ABSOLUTA DE LA PARTICIÓN SUCESORAL- Deber del juez de declarar de oficio la 
nulidad cuando aparece manifiesta en el acto, y distinción entre la prescripción de las acciones 
relativas a la sociedad patrimonial y el derecho del compañero permanente a concurrir a la 
sucesión y optar, cuando corresponda, por la porción marital./ 

 
HECHOS: CRVA fue declarado judicialmente compañero permanente de la causante BNLB, con 
quien mantuvo una unión marital de hecho entre el 1.º de enero de 1999 y el 16 de enero de 2011, 
fecha del fallecimiento de esta última. El 15 de febrero de 2017, LDVL, descendiente de la causante, 
adelantó ante la Notaría Única de Caldas la sucesión de BNLB, protocolizada mediante escritura 
pública No. 234, sin incluir al compañero permanente sobreviviente, pese a conocer su existencia. 
El 22 de noviembre de 2024, CRVA promovió proceso verbal de petición de porción marital. Alegó, 
entre otros aspectos, que la sucesión notarial se adelantó sin su intervención. El Juzgado Primero 
de Familia de Caldas declaró no probadas las excepciones y reconoció que CRVA tenía vocación, 
como compañero permanente, para participar en la sucesión. En consecuencia, ordenó rehacer la 
partición, incluyendo al demandante y permitiéndole optar en la oportunidad correspondiente por 
gananciales o porción marital conforme al artículo 495 del Código General del Proceso; asimismo, 
ordenó cancelar las inscripciones derivadas de la partición y condenó en costas a la demandada. 
Compete a esta Sala determinar si acertó la funcionaria de primera instancia en su determinación, 
o si por el contrario, razón le asiste a la recurrente y su providencia deviene en desatinada, por los 
argumentos que se sinterizaron, excepto por las glosas perfiladas a que no se analizó la falta de 
necesidad económica del actor porque no fue una inconformidad que se formulara 
oportunamente ante la señora juez a quo; claro está, previo análisis de si en este caso pertinente 
resulta declarar la nulidad absoluta de la escritura. 

 
TESIS: (…) Sabido es que el legislador, por medio del Código Civil, fue cuidadoso al reservarse la 
regulación de las sucesiones y con ello, el Decreto 902 de 198820 y sus modificaciones, en el 
Decreto 1729 de 1989, trasuntan tres elementos esenciales de toda partición notarial: (i) la 
capacidad de quienes lo solicitan, (ii) el común acuerdo con que deben obrar todos quienes tienen 
derecho a suceder y (iii) la presentación de la solicitud por escrito mediante un abogado.(…) Por lo 
que el incumplimiento de alguno de estos requisitos vicia el acto, convirtiéndolo en nulo de pleno 
derecho, de modo que, ni siquiera la voluntad de las partes o la del fedatario que autoriza el 
trámite, pueden alterar, derogar o pasarlos por alto.(…) Por su parte, el artículo 2º del Decreto 902 
de 1988, modificado por el canon 1º del Decreto 1729 de 1989, señala los requisitos que deben 
contener las sucesiones notariales, en los siguientes términos: “La solicitud deberá contener: el 
nombre y vecindad de los peticionarios y la indicación del interés que les asiste para formularla; el 
nombre y último domicilio del causante, y la manifestación de si se acepta la herencia pura y 
simplemente o con beneficio de inventario, cuando se trate de heredero. Además, los peticionarios 
o sus apoderados, deberán afirmar bajo juramento que se considerará prestado por la firma de la 
solicitud que no conocen otros interesados de igual o mejor derecho del que ellos tienen, y que no 
saben de la existencia de otros legatarios o acreedores distintos de los que se enuncian en las 
relaciones de activos y pasivos que se acompañan a la solicitud.(…) La ocultación de herederos, del 
cónyuge supérstite, delegatarios, de cesionarios de derechos herenciales, del albacea, de 
acreedores, de bienes o testamento, y la declaración de pasivos no existentes, hará que los 
responsables queden solidariamente obligados a indemnizar a quienes resulten perjudicados por 
ella, sin perjuicio de las sanciones que otras leyes establezcan.”(…) De lo que se desglosa que 
constituye un requisito sine qua non, que de ninguna manera puede obviarse en todos los casos, 
para el adelantamiento del trámite notarial y que forma parte esencial de su resultado final, a 
saber: el acto escriturario por medio del cual queda solemnizada y perfeccionada la partición y 
adjudicación de los bienes relictos que, por lo mismo, deben suscribir los asignatarios y si fuere el 
caso, también, por el cónyuge o compañero permanente sobreviviente, por lo que en el evento de 



que no se cumpla con tal exigencia, evidentemente se incurre en la omisión de los requisitos que 
la ley prescribe para el valor del acto, que es uno de los motivos de la nulidad absoluta que pueden 
presentarse.(…) por tal razón, (el compañero) tenía derecho a participar en su mortuoria, porque 
como es sabido, el Código Civil es el que establece, entre otros múltiples aspectos sustanciales, 
quienes son los llamados a una sucesión intestada. Sobre el particular, el artículo 104027 señala 
que: “[s]on llamados a sucesión intestada: los descendientes; los hijos adoptivos; los ascendientes; 
los padres adoptantes; los hermanos; los hijos de éstos; el cónyuge28 supérstite; el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar”. Adicional a ello, los cánones 1045 a 1051 se ocupan de regular 
los órdenes sucesorales, importando para este caso el primero, conformado por los descendientes 
de grado más próximo, que a la letra, según la primera disposición normativa enseña que: “[l]os 
descendientes de grado más próximo excluyen a todos los otros herederos y recibirán entre ellos 
iguales cuotas, sin perjuicio de la porción conyugal.”, declarado condicionalmente exequible por la 
Corte Constitucional mediante la sentencia C-283 del 13 de abril de 2011, “siempre y cuando se 
entienda que a la porción conyugal en ellos regulada, también tienen derecho el compañero o 
compañera permanente y la pareja del mismo sexo”.(…) De lo que se extrae sin mayor esfuerzo 
intelectual que, por virtud de la Ley, el compañero permanente, si bien no es un heredero en el 
primer orden sucesoral, sí puede optar por la porción marital, por lo que, como no concurrió al 
trámite el preterido cónyuge y por ende, no suscribió el acto final que ahora ataca, ello de suyo le 
quita valor y genera la nulidad absoluta de la escritura pública Nro. 234 del 15 de febrero de 2017 
de la Notaría Única del Círculo de Caldas(…)Ello sin contar con que la demandada, en un claro error 
de derecho (…)dejó entrever que no lo convocó al mortuorio porque aunque conocía de su 
existencia, creía que no tenía ningún derecho en la sucesión, o en sus términos “sobre el bien que 
se adjudicó” en ella, porque la acción para realizar la liquidación de la sociedad patrimonial se 
hallaba prescrita, en los términos del artículo 8° de la Ley 54 de 1990, lo que a todas luces resulta 
errado(…) Véase los artículos 1046 y 1047 del Código Civil, en los que hereda junto con los 
ascendientes de grado más próximo del causante y sus padres adoptantes; y con sus hermanos, 
respectivamente. Con lo que queda develado que, así no hubiera bienes o deudas por liquidar en 
la sociedad patrimonial conformada por el demandante y la extinta Blanca Nora Londoño Bedoya, 
o las acciones para Proceso Verbal de petición de porción marital obtener la disolución y 
liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes se hallara prescrita, ello no 
significa que éste no pudiera optar por porción marital, liquidándose su sucesión en el primer 
orden hereditario, pues recuérdese que según lo dispuesto por el artículo 1231 del Código Civil: 
“Tendrá derecho a la porción conyugal aun el cónyuge divorciado, a menos que por culpa suya 
haya dado ocasión al divorcio.” Dígase de nuevo, una cosa es la vocación hereditaria del 
compañero permanente y la sociedad patrimonial y otra distinta es la porción marital a la que por 
Ley puede optar por el simple hecho de la unión marital, o, en otros términos, por ser el compañero 
permanente de la causante. 
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De conformidad con lo estatuido por el artículo 10 del Acuerdo 

PCSJA17-10715 del 25 de julio de 2017 del Consejo Superior de la 

Judicatura1, como el proyecto de sentencia presentado por la 

magistrada ponente de la Sala Cuarta de Familia de esta 

Corporación, doctora Luz Dary Sánchez Taborda no obtuvo la 

mayoría requerida, se asume el conocimiento del proceso para 

adoptar la decisión correspondiente, acorde con lo previsto en el 

artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, frente al recurso de apelación 

formulado por el apoderado de la parte demandada, contra la 

sentencia proferida el 12 de septiembre de 2025 por el Juzgado 

Primero de Familia de Caldas, en el proceso verbal de petición de 

porción marital, promovido por Carlos Ramiro Villa Ángel, en contra 

de Liced Dahiana Vinasco Londoño. 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1 “Por el cual se adoptan las reglas generales para el funcionamiento de los Tribunales Superiores de 

Distrito Judicial”. 
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El 22 de noviembre de 20242, obrando a través de apoderado, el 

señor Carlos Ramiro Villa Ángel acudió a la jurisdicción solicitando 

que se le reconozca que tiene derecho a la porción marital, en 

calidad de compañero sobreviviente de la causante Blanca Nora 

Londoño Bedoya3 y en consecuencia, se ordene rehacer la partición 

de los bienes que conforman su acervo hereditario, la cancelación 

de la escritura pública Nro. 234 del 15 de febrero de 2017 de la 

Notaría Única de Caldas y de su inscripción en el inmueble 

identificado con el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 001-45496 

de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, 

Zona Sur. Así mismo imploró la condena en costas para la 

demandada.  

 

Sustentó sus reclamaciones señalando que fue compañero 

permanente de la señora Blanca Nora Londoño Bedoya del 1° de 

enero de 1999 al 16 de enero de 2011, cuando falleció y que Liced 

Dahiana Vinasco Londoño, su única descendiente4, ante la Notaría 

Única de Caldas, el 15 de febrero de 2017, por medio de la escritura 

Pública Nro. 234 llevó a cabo su sucesión, sin incluirlo, pese a que 

sabía de su existencia, pues cohabitaron desde muy temprana edad; 

con lo que lo privó de la oportunidad para manifestar: “[…] si optaba 

por gananciales o por porción conyugal o marital, vulnerando de esta forma el 

debido proceso”5. 

 

Dejó sentado que: “[…] carece de lo necesario para su congrua subsistencia, 

ya que no tiene un trabajo, no tiene bienes inmuebles de su propiedad. Incluso, 

ni siquiera le fue reconocida la sustitución pensional de su compañera 

permanente, quedando totalmente desprotegido y sin sustento para la 

satisfacción de sus necesidades”6. 

 

TRÁMITE Y RESPUESTA A LA DEMANDA 

 

 

2 Según se desprende de la página 1 del cuaderno de primera instancia.  
3 Acorde a la subsanación de requisitos exigidos por la señora juez del conocimiento. Véase la página 86 
del cuaderno de primera instancia.  
4 Por el fallecimiento del 7 de febrero de 2014 de Lina María Londoño.  
5 Página 4 del cuaderno de primera instancia.  
6 Ibidem.  
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Mediante auto del 16 de diciembre de 20247, el juzgado de primera 

instancia admitió la demanda en contra de Liced Dahiana Vinasco 

Londoño, imprimiéndole el trámite del proceso verbal, acorde al 

canon 368 y siguientes del Código General del Proceso, ordenó su 

notificación y concedió el beneficio del amparo de pobreza al señor 

Villa Ángel.  

 

La demandada8 se opuso a la prosperidad de las pretensiones9 

formulando como excepciones de mérito las que denominó 

prescripción y falta del requisito de la carencia de lo necesario para 

la subsistencia para acceder a la porción conyugal. La primera, 

argumentando que conforme al artículo 8° de la Ley 54 de 1990, 

desde el 27 de agosto de 2015 al accionante le había prescrito la 

acción con la que contaba para la liquidación de la sociedad 

patrimonial que conformó con su progenitora, porque la sentencia 

que lo declaró su compañero permanente fue proferida el 28 de 

agosto de 2014; y la restante, debido a que ha contado con los 

recursos económicos suficientes para subsistir, lo que demuestra 

el hecho de que cotizó a la seguridad social del mes de septiembre 

de 2017 al mes de noviembre de 2024 (antes de presentar la 

demanda), así como que haya contratado abogados para varios 

procesos, engañando al despacho porque quien aquí lo representa 

bajo la figura del apoderado del amparo de pobreza fue su togado 

contractual en el proceso distinguido con el radicado Nro. 

05129408900220190055000 del Juzgado Segundo Promiscuo 

Municipal de Caldas.  

 

Dio por ciertos la mayoría de los hechos, aclarando que si bien 

conocía de la existencia del actor, ello: “[…] no quiere decir que este 

tuviera un derecho igual o mejor, por el contrario, no tiene ningún derecho sobre 

el bien que se adjudicó en la sucesión protocolizada mediante Escritura Pública 

 

7 Páginas 92 – 93 del cuaderno de primera instancia. 
8 Notificada por conducta concluyente, conforme se desprende del proveído proferido por la señora juez 
a quo el 3 de abril de 2025 (páginas 107 – 108 del cuaderno de primera instancia). 
9 La contestación subsanada, en virtud de lo ordenado por el juzgado del conocimiento en el auto del 22 
de mayo de 2025 (archivos 116 – 117 del cuaderno de primera instancia) obra en las páginas 119 a 127 
del cuaderno de primera instancia. 



Proceso Verbal de petición de porción 
marital 

Radicado  05129311000120240013501 

 

Página 4 de 21 
 

234 de febrero 15 de 2017, teniendo en cuenta que la acción para realizar la 

liquidación de la sociedad patrimonial ya estaba PRESCRITA, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 8 de la Ley 54 de 1990”10. 

 

Surtido el traslado de los mecanismos de defensa perentorios11, y 

luego de que el demandante se opusiera12 a su prosperidad, porque 

incurría en una equivocación conceptual la accionada, al equiparar 

la acción de porción marital con la de liquidación de la sociedad 

patrimonial, desconociendo las diferencias sustanciales entre 

ambas y que el momento oportuno para optar por la primera es en 

la sucesión y recalar en que sí carece de lo necesario para su 

subsistencia, la señora juez del conocimiento decretó las pruebas 

pedidas por las partes y los convocó a la audiencia de que tratan 

los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso13, para el 13 

de agosto de 2025, data en la que efectivamente inició. La sentencia 

fue proferida el 12 de septiembre siguiente14. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Declaró no probadas las excepciones de mérito y, en consecuencia, 

que el actor tiene la vocación en calidad de compañero permanente 

para participar en la sucesión de Blanca Nora Londoño Bedoya; por 

lo que ordenó rehacer la partición de su mortuoria, llevada a cabo 

en la Notaria Única de Caldas mediante la escritura pública Nro. 

234 del 15 de febrero de 2017, con la inclusión del señor Carlos 

Ramiro Villa Ángel como compañero permanente, permitiéndole en 

el momento procesal oportuno optar por gananciales y por porción 

marital, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 495 del 

Código General del Proceso. Mandó a cancelar las inscripciones 

realizadas por cuenta del precitado trabajo de partición y condenó 

 

10 Página 120 del cuaderno de primera instancia. 
11 Véase el auto del 12 de junio de 2025, obrante en las páginas 184 – 185 del cuaderno de primera 
instancia.  
12 Páginas 187 a 190 del cuaderno de primera instancia. 
13 Páginas 192 – 193 del cuaderno de primera instancia. 
14 Véase el acta obrante en las páginas 313 a 315 del cuaderno de primera instancia.  
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en costas a la demandada, fijando como agencias en derecho la 

suma de tres salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

 

Para lo que consideró, en desarrollo del problema jurídico 

planteado, que como el accionante acreditó, por medio de la 

sentencia judicial ejecutoriada, que era compañero permanente de 

la causante y que la demandada conocía de su existencia, ésta 

debía convocarlo a su sucesión, siendo que legitimado se hallaba 

para en ella optar por los gananciales o la porción marital a los que 

creyera tener derecho, de ser el caso.  

 

Desestimó la excepción de mérito de prescripción porque el artículo 

8° de la Ley 54 de 1990 a lo que hace alusión es a la disolución de 

la sociedad patrimonial y no a su liquidación, lo que además fue 

zanjado en el proceso de declaración judicial de unión marital de 

hecho y sociedad patrimonial, siendo ese aspecto cobijado por la 

cosa juzgada; y el restante mecanismo de defensa, porque la 

condición de pobre del señor Villa Ángel es un aspecto que debe 

dilucidarse en el trámite liquidatorio.  

 

DEL RECURSO DE ALZADA Y SU TRÁMITE 

 

Oportunamente15, la demandada discrepó de lo decidido por la 

funcionaria de conocimiento, formulando como reparos que: (i) 

debió salir avante su excepción de prescripción y que (ii) se había 

equivocado al considerar al actor como compañero permanente de 

Blanca Nora Londoño Bedoya. 

 

Para su sustento16 dijo a grosso modo que la falladora no valoró 

debidamente que la acción para solicitar la porción conyugal está 

sujeta a un término de caducidad de un año, el cual fue 

ampliamente superado por el actor, cimentándose en lo dispuesto 

por el artículo 8° de la Ley 54 de 1990. En sus términos:  

 

15 Inmediatamente fue proferida la sentencia.  
16 Véase las páginas 23 a 30 del cuaderno de esta instancia.  
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[…] al tener una sentencia que reconoce la UMH en 2014, el actor debió 

haber actuado dentro del año siguiente a esta declaratoria. En este 

sentido, y teniendo en cuenta que a la fecha el Señor Carlos Ramiro Villa Ángel 

no realizó ninguna acción tendiente a la liquidación de la UMH y siguiendo 

los lineamientos de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, se 

entiende que su acción ya se encuentra Prescrita, y no puede venir el 

demandante a justificar su propio error u omisión para revivir un término legal 

que ya pasó, pues si hacemos el computo [sic] a grandes rasgos y yéndonos 

al extremo del tiempo que tenía el demandado para realizar dicho trámite, la 

fecha límite sería AGOSTO 27 DE 201517. 

 

Máxime cuando en su comprensión de las cosas, al presente asunto 

no se le aplica el artículo 1321 del Código Civil, porque el 

compañero permanente no es un heredero forzoso ni legitimario y: 

“[…] el demandante no promovió dentro del año siguiente al reconocimiento de 

su derecho ni dentro de los diez años posteriores a la disolución (16 de enero de 

2011) la respectiva acción liquidatario, incumpliendo así lo previsto en la Ley 54 

de 1990”18.  

 

En sustento del segundo reparo argumentó que había incurrido en 

un error la funcionaria del conocimiento, porque tuvo al 

demandante como compañero permanente de Blanca Nora 

Londoño Bedoya única y exclusivamente con la sentencia que 

declaró que entre ellos existió una unión marital de hecho, sin 

ponderar otros elementos relevantes que se desprenden de los 

medios suasorios, tal y como lo determinó una providencia de la 

Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la que 

concluyó que no se acreditó de manera suficiente la convivencia en 

el último período de vida de la finada.  

 

Finalmente adunó que la falta de necesidad económica del actor fue 

un aspecto que no fue analizado por la señora juez de primer nivel, 

hallándose acreditado, que el señor Carlos Ramiro Villa Ángel no 

colma ese requisito, indispensable para acceder a la porción marital 

que ahora pretende.   

 

17 Página 24 del cuaderno de esta instancia.  
18 Página 25 del cuaderno de esta instancia.  
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El procurador del accionante propugnó19 por la confirmación del 

dictum judicial de primer nivel, porque la prescripción alegada no 

es aplicable a este asunto, su calidad de compañero permanente no 

podía ponerse en tela de juicio, pues fue definida mediante 

sentencia ejecutoriada, que hace tránsito a cosa juzgada material y 

el pronunciamiento de la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia está única y exclusivamente relacionada con el 

reconocimiento de las prestaciones de la seguridad social, sin la 

envergadura suficiente para desvirtuar la sentencia proferida por el 

juez de familia. Por último, recalcó en que la exigencia de “carecer 

de lo necesario para subsistir” no reclama una situación de 

indigencia absoluta, sino la verificación de los ingresos 

insuficientes para asegurar una congrua subsistencia. 

 

CONSIDERACIONES 

 

La finalidad del recurso de apelación estriba según el artículo 328 

del Código General del Proceso, en que el superior jerárquico del 

juez que emitió la providencia impugnada, la revoque o modifique, 

pronunciándose únicamente sobre los argumentos expuestos por 

el apelante, sin perjuicio de las decisiones que deba adoptar 

oficiosamente y no podrá hacer más desfavorable la situación del 

apelante único, salvo que en razón de la modificación fuere 

indispensable reformar íntimamente los puntos relacionados con 

ella.  

 

De esta manera y de acuerdo con la exposición de la alzada, 

compete a esta Sala determinar si acertó la funcionaria de primera 

instancia en su determinación, o si por el contrario, razón le asiste 

a la recurrente y su providencia deviene en desatinada, por los 

argumentos que se sinterizaron, excepto por las glosas perfiladas a 

que no se analizó la falta de necesidad económica del actor porque 

 

19 Páginas 34 a 37 del cuaderno de esta instancia.  
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no fue una inconformidad que se formulara oportunamente ante la 

señora juez a quo; claro está, previo análisis de si en este caso 

pertinente resulta declarar la nulidad absoluta de la escritura 

pública Nro. 234 del 15 de febrero de 2017 de la Notaría Única de 

Caldas, por lo que seguidamente se indicará. 

 

i) La sucesión notarial y sus presupuestos 

 

Sabido es que el legislador, por medio del Código Civil, fue 

cuidadoso al reservarse la regulación de las sucesiones y con ello, 

el Decreto 902 de 198820 y sus modificaciones, en el Decreto 1729 

de 198921, trasuntan tres elementos esenciales de toda partición 

notarial: (i) la capacidad de quienes lo solicitan, (ii) el común 

acuerdo con que deben obrar todos quienes tienen derecho a 

suceder y (iii) la presentación de la solicitud por escrito mediante 

un abogado.  

 

El artículo 1º del Decreto 902 de 1988, modificado por el canon 1º 

del Decreto 1729 de 1989, diáfanamente señala que:  

 

Podrán liquidarse ante notario público las herencias de cualquier cuantía y 

las sociedades conyugales cuando fuere el caso, siempre que los 

herederos, legatarios y el cónyuge sobreviviente, o los cesionarios de 

éstos, sean plenamente capaces, procedan de común acuerdo y lo 

soliciten por escrito mediante apoderado, que deberá ser abogado 

titulado e inscrito.   

 

También los acreedores podrán suscribir la solicitud, sin perjuicio de la 

citación a que se refiere el artículo 3º de este Decreto.   

 

Cuando el valor de los bienes relictos sea de cien mil pesos ($100.000.oo), no 

será necesaria la intervención de apoderado. El valor señalado se 

incrementará en las fechas y porcentajes previstos en el artículo 3º del Decreto 

522 de 1988.   

 

20 “Por el cual se autoriza la liquidación de herencias y sociedades conyugales vinculadas a ellas ante 

notario público y se dictan otras disposiciones”. 
21 “Por el cual se modifica y adiciona el Decreto-ley 902 de 1988.”. 
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La solicitud deberá presentarse personalmente por los apoderados o lo 

peticionarios, según el caso, ante el notario del círculo que corresponda al 

último domicilio del causante en el territorio nacional, y si éste tenía varios, al 

del asiento principal de sus negocios. Si en el lugar hubiere más de un notario, 

podrá presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos, a elección unánime de 

los interesados.   

  

Parágrafo. Al trámite de este Decreto también podrá acogerse el heredero 

único.” –Negrita de la Sala–. 

 

Por lo que el incumplimiento de alguno de estos requisitos vicia el 

acto, convirtiéndolo en nulo de pleno derecho, de modo que, ni 

siquiera la voluntad de las partes o la del fedatario que autoriza el 

trámite, pueden alterar, derogar o pasarlos por alto. En palabras 

de la Sala de Casación Civil, Agraria y Rural de la Corte Suprema 

de Justicia22: 

 

El ius cogens, derecho imperativo de la Nación u orden público, representa 

una restricción a la autonomía privada dispositiva (cas. civ. sentencia de 30 

de agosto de 2011, exp. 11001-3103-012-1999-01957-01), y su vulneración, 

a no dudarlo, produce la nulidad absoluta del contrato o de la estipulación 

afectada, ampara principios y valores fundamentales del sistema jurídico por 

constituir ‘núcleo central, medular, básico, cardinal, primario e inmanente de 

intereses vitales para la persona, la existencia, preservación, armonía y 

progreso de la sociedad […] valores, principios e ideales considerados 

esenciales al concernir a materias, asuntos o intereses esenciales para la 

organización social en determinado momento histórico, en función al respeto 

y primacía de valores fundamentales del ordenamiento jurídico, la libertad, la 

democracia, los intereses individuales o sociales […].  

 

Por su parte, el artículo 2º del Decreto 902 de 1988, modificado por 

el canon 1º del Decreto 1729 de 1989, señala los requisitos que 

deben contener las sucesiones notariales, en los siguientes 

términos:  

 

 

22 Sentencia del 6 de marzo de 2012, discutida y aprobada en Sala de 13 de febrero de la misma 
anualidad. Referencia: 11001-3103-010-2001-00026-01, magistrado ponente William Namén Vargas. 
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La solicitud deberá contener: el nombre y vecindad de los peticionarios y la 

indicación del interés que les asiste para formularla; el nombre y último 

domicilio del causante, y la manifestación de si se acepta la herencia pura y 

simplemente o con beneficio de inventario, cuando se trate de heredero.   

 

Además, los peticionarios o sus apoderados, deberán afirmar bajo 

juramento que se considerará prestado por la firma de la solicitud 

que no conocen otros interesados de igual o mejor derecho del que 

ellos tienen, y que no saben de la existencia de otros legatarios o 

acreedores distintos de los que se enuncian en las relaciones de 

activos y pasivos que se acompañan a la solicitud.   

 

No obstante, si de los documentos aportados con la solicitud se infiere que el 

causante había contraído matrimonio, el notario exigirá que la solicitud sea 

presentada conjuntamente con el cónyuge, a menos que se demuestre su 

muerte o la disolución de la sociedad conyugal. 

   

La ocultación de herederos, del cónyuge supérstite, delegatarios, de 

cesionarios de derechos herenciales, del albacea, de acreedores, de bienes o 

testamento, y la declaración de pasivos no existentes, hará que los 

responsables queden solidariamente obligados a indemnizar a quienes 

resulten perjudicados por ella, sin perjuicio de las sanciones que otras leyes 

establezcan.” –Negrita muy a propósito–.  

 

De lo que se desglosa que constituye un requisito sine qua non, que 

de ninguna manera puede obviarse en todos los casos, para el 

adelantamiento del trámite notarial y que forma parte esencial de 

su resultado final, a saber: el acto escriturario por medio del cual 

queda solemnizada y perfeccionada la partición y adjudicación de 

los bienes relictos que, por lo mismo, deben suscribir los 

asignatarios y si fuere el caso, también, por el cónyuge o compañero 

permanente sobreviviente, por lo que en el evento de que no se 

cumpla con tal exigencia, evidentemente se incurre en la omisión 

de los requisitos que la ley prescribe para el valor del acto, que es 

uno de los motivos de la nulidad absoluta que pueden presentarse.  
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Negligencia que, según la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia23, “[…] no enjuga la «citación de las personas que 

tengan derecho a concurrir a la liquidación» mediante el edicto emplazatorio 

previsto en el numeral 2 del canon 3º ídem, por un lado, porque otros pueden 

ser los destinatarios del llamado, como los acreedores y, por el otro, porque si 

en tal virtud acude alguna de las personas que obligatoriamente deben estar, 

simplemente se evitaría el surgimiento viciado de la convención.”. 

 

Tan es así, que en el caso en que se presente cualquier interesado 

con un presunto derecho sobre la masa sucesoral y no estuviera de 

acuerdo con la partición propuesta, el notario, según las 

previsiones del numeral 5º del artículo 3º del Decreto 902 de 1988, 

tiene el deber de terminar la actuación iniciada, claro está, siempre 

y cuando no la rehagan de común acuerdo. 

 

Viniendo al caso, no dimana discusión alguna, que la señora Liced 

Dahiana Vinasco Londoño, con sustento en las disposiciones del 

Decreto 902 de 198824, presentó ante la Notaría Única del Círculo 

de Caldas, la solicitud del trámite sucesoral, “en calidad de hija y única 

heredera”25 de la causante Blanca Nora Londoño Bedoya y en esa 

medida, esa fedataria obró en consonancia con ese marco 

normativo que se le puso de presente, pues se le había informado 

que: 

 

 

 

23 Sentencia SC2362 de 2022, con ponencia del magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
24 Tal como se desprende de la página 52 del cuaderno de primera instancia.  
25 Ibidem.  
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Por lo que no se tuvo en cuenta, la existencia del aquí demandante, 

quien era el compañero permanente supérstite de la finada Blanca 

Nora Londoño Bedoya, según se desprende del registro civil de 

nacimiento obrante en las páginas 22 – 23 del cuaderno de primera 

instancia, en el que obra la inscripción de la sentencia Nro. 50 del 

28 de agosto de 2014 del Juzgado Promiscuo del Circuito de 

Descongestión de Caldas26, en la que esa autoridad judicial dispuso 

lo que sigue:  

 

 

 

26 Páginas 31 a 46 del cuaderno de primera instancia.  
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Y por tal razón, tenía derecho a participar en su mortuoria, porque 

como es sabido, el Código Civil es el que establece, entre otros 

múltiples aspectos sustanciales, quienes son los llamados a una 

sucesión intestada. Sobre el particular, el artículo 104027 señala 

que: “[s]on llamados a sucesión intestada: los descendientes; los hijos 

adoptivos; los ascendientes; los padres adoptantes; los hermanos; los hijos de 

éstos; el cónyuge28 supérstite; el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar”. 

 

Adicional a ello, los cánones 1045 a 1051 se ocupan de regular los 

órdenes sucesorales, importando para este caso el primero, 

conformado por los descendientes de grado más próximo, que a la 

 

27 Subrogado por el artículo 2o. de la Ley 29 de 1982 
28 Expresión declarada condicionalmente exequible por los cargos analizados por la Corte Constitucional 
mediante sentencia C-238 del 22 de marzo de 2012, con ponencia del magistrado Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo, “siempre y cuando se entienda que ella comprende al compañero o compañera 

permanente de distinto sexo o del mismo sexo que conformó con el causante, a quien sobrevive, una unión 
de hecho” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-238_2012.html#inicio
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letra, según la primera disposición normativa enseña que: “[l]os 

descendientes de grado más próximo excluyen a todos los otros herederos y 

recibirán entre ellos iguales cuotas, sin perjuicio de la porción conyugal.”, 

declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional 

mediante la sentencia C-283 del 13 de abril de 201129, “siempre y 

cuando se entienda que a la porción conyugal  en ellos regulada, también tienen 

derecho el compañero o compañera permanente y la pareja del mismo sexo”. 

 

De lo que se extrae sin mayor esfuerzo intelectual que, por virtud 

de la Ley, el compañero permanente, si bien no es un heredero en 

el primer orden sucesoral, sí puede optar por la porción marital, 

por lo que, como no concurrió al trámite el preterido cónyuge y por 

ende, no suscribió el acto final que ahora ataca, ello de suyo le quita 

valor y genera la nulidad absoluta de la escritura pública Nro. 234 

del 15 de febrero de 2017 de la Notaría Única del Círculo de Caldas, 

con sujeción a lo dispuesto por el artículo 1742 del Código Civil: 

“[l]a nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aún sin petición 

de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse 

por todo el que tenga interés en ello; puede así mismo pedirse su declaración por 

el Ministerio Público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada 

por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en 

todo caso por prescripción extraordinaria”. 

 

Ello sin contar con que la demandada, en un claro error de derecho, 

que según el artículo 1509 del Código Civil, no vicia el 

consentimiento, exhibido desde que contestó la demanda y lo 

reiteró al apelar la sentencia que le fue desfavorable, dejó entrever 

que no lo convocó al mortuorio porque aunque conocía de su 

existencia, creía que no tenía ningún derecho en la sucesión, o en 

sus términos “sobre el bien que se adjudicó” en ella, porque la 

acción para realizar la liquidación de la sociedad patrimonial se 

hallaba prescrita, en los términos del artículo 8° de la Ley 54 de 

1990, lo que a todas luces resulta errado, pues como es sabido, la 

unión marital tiene dos efectos: uno, el surgimiento de la vocación 

 

29 Magistrado ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-283_2011.html#1
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hereditaria del compañero permanente30 y dos, su habilitación para 

pretender, si a ello tuviere derecho, por los gananciales o la porción 

marital.  

 

Sobre este último aspecto, el canon 495 del Código General del 

Proceso señala que:  

 

Cuando el cónyuge o compañero permanente pueda optar entre porción 

conyugal y gananciales deberá hacer la elección antes de la diligencia de 

inventario y avalúos. En caso de que haya guardado silencio se entenderá 

que optó por gananciales. Si no tuviere derecho a estos, se entenderá que 

eligió por aquella. 

 

Si el cónyuge o compañero permanente opta por porción conyugal o porción 

marital, según el caso y abandona sus bienes propios, estos se incluirán en 

el activo correspondiente. 

 

Del que claramente se desprende que el legislador al utilizar la 

palabra “pueda” en el primer inciso, era consciente de que el 

cónyuge o el compañero permanente, de ser el caso, podía avocarse 

a un escenario en el que no le era factible esa opción, esto es, optar 

por la porción conyugal y por gananciales, verbi gratia, para el 

segundo escenario, entre otros, cuando las acciones para obtener 

la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre 

compañeros permanentes se hallara prescrita, en los términos del 

canon 8° de la Ley 54 de 1990, según el cual: “[l]as acciones para 

obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros 

permanentes, prescriben en un año, a partir de la separación física y definitiva 

de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o de 

ambos compañeros”. 

 

Con lo que queda develado que, así no hubiera bienes o deudas por 

liquidar en la sociedad patrimonial conformada por el demandante 

y la extinta Blanca Nora Londoño Bedoya, o las acciones para 

 

30 Véase los artículos 1046 y 1047 del Código Civil, en los que hereda junto con los ascendientes de grado 
más próximo del causante y sus padres adoptantes; y con sus hermanos, respectivamente.  
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obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre 

compañeros permanentes se hallara prescrita, ello no significa que 

éste no pudiera optar por porción marital, liquidándose su sucesión 

en el primer orden hereditario, pues recuérdese que según lo 

dispuesto por el artículo 1231 del Código Civil: “Tendrá derecho a 

la porción conyugal aun el cónyuge divorciado, a menos que por culpa suya 

haya dado ocasión al divorcio.”31. 

 

Dígase de nuevo, una cosa es la vocación hereditaria del compañero 

permanente y la sociedad patrimonial y otra distinta es la porción 

marital a la que por Ley puede optar por el simple hecho de la unión 

marital, o, en otros términos, por ser el compañero permanente de 

la causante.   

 

Esa es la línea que ha marcado este Tribunal, protegiendo el 

ordenamiento jurídico y la moralidad pública, tal y como lo hizo la 

Sala Tercera de Decisión en la sentencia 11053 del 13 de marzo de 

2023, que en un proceso de petición de porción marital con acción 

reivindicatoria, distinguido con el radicado 

05001311000120210066101 confirmó la declaratoria oficiosa de la 

nulidad absoluta del trabajo de partición, que incluía la liquidación 

de la herencia del señor Francisco de Paula Pérez y la liquidación 

de la sociedad conyugal del finado con la señora María Elcy 

Sepúlveda Vergara, contenido en la escritura pública número 2309 

del 21 de julio de 2020 de la Notaría 16 de Medellín, por no haber 

concurrido a ella la totalidad de los herederos a fin de adelantar el 

trámite de común acuerdo:  

 

El precedente recorrido, normativo, jurisprudencial y probativo, descarta los 

reparos concretos que, al fallo impugnado, le atribuyeron los recurrentes, 

porque no le estaba vedado a la juzgadora de primer nivel declarar, de oficio, 

la cuestionada nulidad absoluta, entendiendo que se estructuró, al liquidarse 

la sucesión del causante Francisco de Paula Pérez, mediante la escritura 

 

31 Artículo declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional mediante la sentencia C-
283 del 13 de abril de 2011, con ponencia del magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, “siempre y 

cuando se entienda que a la porción conyugal en ellos regulada, también tienen derecho el compañero o 
compañera permanente y la pareja del mismo sexo”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-283_2011.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-283_2011.html#1
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pública 2309, de 21 de julio de 2020, de la Notaría Única de Caldas, sin que 

concurrieran la totalidad de los herederos, a fin de adelantar el trámite, de 

común acuerdo, como se los imponía la memorada normativa, pues palmario 

emerge, de la documentación militante en la foliatura, no solo la calidad de 

causahabientes, de igual derecho, al de Julio Alberto Pérez Sepúlveda, de las 

promotoras de este litigio, Margarita Lucía y Bety Isabel Pérez Ruz, al estar 

acreditado su vínculo filial de hijas de ese causante, sino que además fueron 

preteridas en ese acto escritural, dado que, como lo expresó Margarita Lucía, 

en su interrogatorio de parte, “nunca, me pusieron en conocimiento, nunca 

doctora, nunca me dijeron nada de eso”32 a pesar de que se hubieran podido 

comunicar fácilmente con ella…, así como me contactaron, como me encontró 

mi tío Gustavo, así de la misma manera, por medio de mi hijo que le 

escribieron a él”33, a la vez que reiteró, refiriéndose a la abogada que, en esa 

liquidación, asesoró a los demandados, que, “en ningún momento la doctora 

Olga nos llamó a nosotras,… en ningún momento la doctora Olga, nos citó a 

ninguna de las dos”34. 

 

[…] 

 

Las precedentes acotaciones juramentadas de los citados demandados 

infirman, de tajo, que la ausencia de las accionantes, en la fustigada 

liquidación sucesoral y conyugal, hubiera tenido como causa su falta de 

interés, para comparecer a ese asunto, falencia que no se supera, con el 

agotamiento de las publicaciones, previstas por el Decreto 902 de 1988, 

artículo 3º - 2, consumadas, durante su trámite, debido a que, de un lado, 

“otros pueden ser los destinatarios del llamado, como los acreedores y, por el 

otro, porque si en tal virtud acude alguna de las personas que 

obligatoriamente deben estar, simplemente se evitaría el surgimiento viciado 

de la convención”, sino que ello se originó, en la conjunción de la señora María 

Elsy Sepúlveda Vergara y su hijo Julio Alberto Pérez Sepúlveda, acerca de 

que el inmueble, objeto de la partición35, “fue fruto de mi sudor, esto es 

inaudito”, esto es, de la consorte sobreviviente, según sus expresiones, 

situación esta última que tampoco los habilitaba, para excluir, a las 

pretensoras del aludido acto escritural liquidatorio. 

 

 

32 Archivo, 027. 2021-00661 M1. AUDIENCIA CONCENTRADA VERBAL PETICION HERENCIA-2022091, 
min. 00:36:01   
33 Archivo, 027. 2021-00661 M1. AUDIENCIA CONCENTRADA VERBAL PETICION HERENCIA-2022091, 
min. 00:43:51   
34 Min. 00:45:42   
35 Min. 01:14:43   
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Inclusive, en el escrito sustentatorio de la alzada, el letrado que asiste a los 

recurrentes admitió que conocían y sabían que las demandantes eran 

herederas del finado Francisco de Paula Pérez, cuando aseveró que estas 

denotaron su desinterés, en acudir al desistido proceso judicial, concerniente 

a esa causa sucesoral, y, luego, a la posterior liquidación notarial (fs 13 a 15, 

c Tribunal). 

 

De suerte que, al acreditarse el especificado motivo, que determinaba la 

nulidad absoluta del especificado acto escriturario liquidatorio, requerido 

esencialmente para su validez, se imponía confluir, en su declaración oficiosa, 

como lo dispuso la juzgadora del conocimiento, siguiendo los dictados del 

Decreto 902 de 1988, artículos 1, 2 y 3 – 5, el Código Civil, artículo 1742, y el 

C G P, artículo 282. 

 

En consecuencia, como tras el anterior análisis lo que brota es que 

esta Sala de Decisión debe declarar la nulidad absoluta de la 

escritura pública Nro. 234 del 15 de febrero de 2017 de la Notaría 

Única de Caldas, y ello acarrea como consecuencia, acorde al 

planteamiento del problema jurídico, que no sea necesario 

determinar si acertó la funcionaria de primera instancia en su 

determinación, o si le asistía razón a la recurrente y su providencia 

resultaba desatinada, se revocará el fallo de primera instancia, 

para en su lugar, declarar la nulidad absoluta de la partición 

efectuada en la sucesión de Blanca Nora Londoño Bedoya, 

contenida en la escritura 234 del 15 de febrero de 2017 de la 

Notaría Única del Círculo de Caldas, a quien se ordenará oficiar a 

fin de que tome nota de lo decidido; así como, a la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur para lo 

que le compete, sobre el inmueble determinado con el folio de 

matrícula inmobiliaria Nro. 001-574026.  

 

Conforme al numeral 4° del artículo 365 del Código General del 

Proceso y dadas las resultas de la alzada, se condenará en costas 

en ambas instancias a la demandada, para lo cual la magistrada 

sustanciadora fijará como agencias en derecho, la suma de dos (2) 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, a incluirse en la 
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liquidación que en forma concentrada llevará a efecto el juzgado de 

primera instancia, con sujeción a los numerales 2º y 3º ibidem.  

 

En razón y mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión de 

Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO. Revocar la sentencia proferida el 12 de septiembre de 

2025 por el Juzgado Primero de Familia de Caldas, en el proceso 

verbal con pretensión de petición de porción marital, promovido por 

Carlos Ramiro Villa Ángel, en contra de Liced Dahiana Vinasco 

Londoño, para en su lugar, declarar la nulidad absoluta de la 

partición efectuada en la sucesión de Blanca Nora Londoño Bedoya, 

contenida en la escritura 234 del 15 de febrero de 2017 de la Notaría 

Única del Círculo de Caldas, a quien se ordena oficiar a fin de que 

tome nota de lo decidido; así como, a la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur para lo de su 

competencia, sobre el inmueble determinado con el folio de 

matrícula inmobiliaria Nro. 001-574026, según las consideraciones 

apuntaladas en el cuerpo de esta providencia. 

 

SEGUNDO. Condenar en costas en ambas instancias a la parte 

demandada. Devuélvase el expediente a su lugar de origen, previa 

desanotación de su registro en el Sistema de Gestión Judicial. 

 

La magistrada sustanciadora fija como agencias en derecho, la 

suma de dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes, a 

incluirse en la liquidación que en forma concentrada llevará a efecto 

el juzgado de primera instancia. 

 

         NOTIFÍQUESE 
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SALVAMENTO DE VOTO 
 

 

 

Proceso: Verbal de petición de porción marital 

Demandante:  Carlos Ramiro Villa Ángel 

Demandado:  Liced Dahiana Vinasco Londoño 

Ponente:                  Dra. Gloria Montoya Echeverri 

 Radicado:            05129311000120240013501 

 

 
 

Con mi acostumbrado respeto, procedo a exponer las razones que 

me llevaron a salvar mi voto respecto a la decisión adoptada 

mayoritariamente en el proceso de la referencia.  

 

1.- En lo que tiene que ver con la acción de petición de herencia, 

esta tiene por objeto, de un lado, que se declare o reconozca a 

quien la demanda, la calidad de heredero preferente o 

concurrente con el demandado y de otro, que se restituyan a la 

sucesión los bienes que están en poder de aquellos.  

 

Así se colige de lo establecido por el artículo 1321 del Código Civil 

cuyo tenor literal enseña que “el que probare su derecho a una 

herencia, ocupada por otra persona en calidad de heredero, tendrá 

acción para que se le adjudique la herencia (primer efecto) y se le 

restituyan las cosas hereditarias (segundo efecto)”. 

 

Pero la vía en cuestión también se ha utilizado para reclamar 

otros derechos diferentes al real de herencia, radicados en cabeza 

de los cónyuges o compañeros. 



Lo anterior porque, del vínculo matrimonial o del derivado de la 

unión marital de hecho, no solo se deduce una vocación 

hereditaria, sino que los cónyuges o compañeros, pueden 

participar en la promoción de otros derechos como lo son los 

gananciales o la porción conyugal (o marital), según acredite las 

condiciones y haga su elección, con fundamento en el artículo 

495 del estatuto procesal. 

 

Las prerrogativas descritas fundamentan la participación de los 

cónyuges o compañeros permanentes en los procesos 

sucesorales, es decir, les otorgan legitimación para intervenir. A 

su vez, si están habilitados para participar en los juicios de 

liquidación, en casos de preterición -como el que aquí se 

analizaba- cuentan con la facultad de promover la acción 

correspondiente para que se les reconozca la posibilidad de 

ejercer sus derechos sobre la porción conyugal o marital, o sobre 

sus gananciales, todo ello al amparo del artículo 1321 del Código 

Civil. 

 

Sobre el punto, el profesor Pedro Lafont Pianetta ha referido 

respecto al cónyuge-compañero: “que este deriva su interés del 

derecho de gananciales, del de porción conyugal o de herencia. Tal 

interés existe siempre, habida cuenta el estado civil del cónyuge 

preexistente, que le permite una vinculación directa con la relación 

sucesoria de su consorte. Pero lo mismo no puede decirse de la 

tenencia misma de tal o cual derecho, porque ello depende de 

muchas circunstancias (v.gr. la pobreza en la porción conyugal)”1.  

 

Conforme al artículo 1230 del Código Civil, la porción conyugal o 

marital corresponde a la fracción del patrimonio del causante que 

                                                
1 Página 221. Proceso sucesoral. Tomo I. Quinta Edición, 2019. 



la ley asigna al cónyuge o compañero sobreviviente que no 

dispone de los medios necesarios para una subsistencia congrua. 

A partir de esta base normativa, la doctrina y la jurisprudencia 

han reconocido que la institución tiene una naturaleza dual, al 

integrar un componente asistencial y, simultáneamente, un 

alcance compensatorio. 

 

El componente asistencial, de carácter alimentario, se justifica en 

la necesidad de asegurar al supérstite condiciones mínimas de 

vida acordes con la dignidad humana, como expresión del deber 

de solidaridad y auxilio mutuo propio de las relaciones 

conyugales o maritales.  

 

Por su parte, el carácter compensatorio se explica en el 

desequilibrio económico que puede generarse tras el fallecimiento 

de uno de los compañeros, en tanto dicha circunstancia puede 

implicar para el sobreviviente la pérdida de la estabilidad 

económica y del nivel de vida del que gozaba durante la relación. 

 

Desde esta perspectiva, la situación de “pobreza” del cónyuge o 

compañero supérstite no puede evaluarse en términos absolutos, 

sino en función de la relación entre su capacidad económica y la 

del causante. En consecuencia, la porción conyugal o marital 

busca restablecer, en la medida de lo posible, un equilibrio 

patrimonial entre ambos, de modo que su reconocimiento no 

depende exclusivamente de la carencia total de bienes, sino 

también de la insuficiencia relativa de estos frente al haber del 

difunto. 

 

Así entendida, la porción marital responde, en esencia, a un 

crédito de naturaleza legal a cargo de la sucesión, sin perjuicio 



de su consagración como asignación forzosa, lo que impone 

incluso al testador la obligación de respetarla, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 1226 del Código Civil. 

 

En cuanto a su cuantificación, esta dependerá de la estructura 

de la sucesión, particularmente de la eventual concurrencia de 

descendientes.  

 

Nota importante también la constituye el hecho según el cual, lo 

relativo a la porción conyugal o marital se extiende a los 

compañeros permanentes como un beneficio, punto sobre el cual 

dijo la Corte Constitucional en sentencia C-283 de 2011 lo 

siguiente:   

 

“Por tanto, en este caso, se debe aceptar que el compañero o 

compañera permanente supérstite tiene el derecho a ser tenido en 

cuenta en la masa herencial de su compañero como ocurre con el 

o la cónyuge supérstite cuando opte por la denominada “porción 

conyugal” dentro de las asignaciones forzosas que regulan los 

artículos 1226 y 1230 del Código Civil, y que incumben tanto a las 

sucesiones testadas como a las intestadas, pues como asignación 

forzosa que es, su observancia es  obligatoria,  incluso en contra 

de la voluntad del testador, sin que ello implique que adquiera la 

calidad de heredero. 

 

La naturaleza y finalidad de la denominada “porción conyugal” le 

permiten a esta Corporación aseverar que la extensión de este 

beneficio a las uniones maritales de hecho no desnaturaliza la 

institución jurídica del matrimonio ni afecta su esencia, pero no 

admitirla, es mantener una distinción discriminatoria entre una 

unión y la otra y afirmar  que un compañero o compañera 



permanente  debe  acudir  a vías tales como el testamento o las 

donaciones, por señalar sólo algunas instituciones jurídicas, a las 

cuales no están sometidas las parejas unidas por el vínculo del 

matrimonio, para lograr esa protección, pese a que la finalidad de 

la “porción conyugal” es la de ser una garantía  para la pareja 

sobreviviente, sin que la naturaleza jurídica del vínculo que originó 

la vida en comunidad sea la causa de ese beneficio,  razón por la 

cual admitir un trato diverso entre las uniones de hecho y el vínculo 

matrimonial en este caso no tiene ninguna justificación. 

 

Por tanto, no se puede aceptar la interpretación según la cual la 

denominada “porción conyugal” sólo es para quien tenga un 

vínculo matrimonial, pues no existe un sustento para esa posición, 

y admitirla es carente de razonabilidad y al no atender un fin 

legítimo resulta contraria al espíritu igualitario por el que optó la 

Constitución”. 

 

Conclúyase de lo citado que el compañero permanente tiene 

derecho a solicitar en el trámite sucesorio la referida garantía, 

aspecto distinto es que, dentro de este, acredite los requisitos que 

son propios a la referida pretensión. 

 

Ahora bien, en mi criterio, el debate propuesto en la alzada se 

concentraba en determinar si el demandante acreditó su calidad 

de compañero permanente de la causante, aspecto que la 

sentencia de primera instancia tuvo por demostrado y que la 

apelante cuestionó con fundamento en los reparos formulados. 

 

La inconformidad se apoyó principalmente en la sentencia CSJ 

SL3017-2021, mediante la cual se negó al actor la pensión de 

sobrevivientes por no acreditarse la convivencia efectiva exigida 



para dicha prestación. Sin embargo, tal conclusión no 

desvirtuaba el material probatorio obrante en este asunto, en 

particular la sentencia del 28 de agosto de 2014 proferida por el 

Juzgado Promiscuo de Descongestión de Caldas, que declaró la 

existencia de la unión marital de hecho entre el demandante y la 

causante, así como la correspondiente sociedad patrimonial. 

 

En esas condiciones, las consideraciones efectuadas por la 

jurisdicción laboral carecían de incidencia para definir la 

legitimación del actor en este proceso, pues estuvieron 

encaminadas exclusivamente a verificar los requisitos propios del 

reconocimiento pensional. De allí que sus efectos no fueran 

trasladables al ámbito del derecho de familia, donde la condición 

de compañero permanente ya había sido declarada 

judicialmente. 

 

Consecuentemente, la habilitación para concurrir a la sucesión 

encontraba sustento en las disposiciones procesales que 

reconocen al cónyuge o compañero permanente el derecho de 

intervenir para reclamar la porción marital o los derechos que le 

correspondan, calidad que, en este caso, se hallaba acreditada 

con la referida sentencia de familia. 

 

Definido lo anterior, procedía examinar la excepción de 

prescripción. No obstante, la defensa propuesta con fundamento 

en el artículo 8° de la Ley 54 de 1990 resultaba ajena a la 

controversia, pues dicha disposición regula las acciones 

orientadas a la disolución y liquidación de la sociedad 

patrimonial entre compañeros permanentes, mientras que las 

pretensiones de la demanda estaban dirigidas al reconocimiento 

del derecho a la porción marital y a la consecuente participación 



del actor en la sucesión de la causante. 

 

Así, la prescripción invocada no tenía aptitud para enervar la 

acción ejercida, por recaer sobre un derecho distinto. Por ello se 

concluía que el compañero permanente cuya condición se 

encuentre acreditada tiene derecho a ser convocado al trámite 

sucesorio o, en caso de haber sido preterido, a acudir a la acción 

correspondiente para hacer valer sus derechos; quedando para el 

proceso sucesorio la verificación de los presupuestos 

sustanciales que gobiernan el reconocimiento de la porción 

marital y demás efectos patrimoniales derivados de esa calidad. 

 

2.- Sin embargo, la respetada mayoría, con fundamento en las 

disposiciones del Decreto 902 de 1988, en la sentencia SC2362 de 

2022 de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 

y en el artículo 1742 del Código Civil, decidió declarar de oficio la 

nulidad de la partición contenida en la escritura pública No. 9004 

del 29 de diciembre de 2021, otorgada en la Notaría Dieciséis del 

Círculo de Medellín, por considerar que adolecía de requisitos 

formales. 

 

Decisión con la cual manifiesto mi desacuerdo, pues considero 

que si bien el artículo 1742 del Código Civil establece que la 

nulidad absoluta puede -y debe- ser declarada por el juez aun sin 

petición de parte, ello procede únicamente cuando el vicio aparece 

de manera manifiesta en el acto o contrato.  

 

Por tanto, una declaración de tal entidad exige que la 

irregularidad sea evidente y resulte ostensible en el negocio 

jurídico objeto de control, circunstancia que, a mi juicio, no se 

configura en el presente caso. 



La locución “de bulto”, utilizada de forma recurrente por la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, se traduce en el lenguaje cotidiano como aquello que 

se aprecia de manera inmediata, a primera vista y sin necesidad 

de esfuerzos analíticos adicionales. 

 

Este entendimiento ha sido clave para delimitar la facultad 

oficiosa del juez en la declaración de la nulidad absoluta. Un hito 

en esta interpretación se encuentra en la sentencia del 27 de 

febrero de 1982 (M.P. Alberto Ospina Botero), la cual retoma la 

doctrina sentada el 18 de octubre de 1938. En dicho 

pronunciamiento, la Corte realizó un análisis histórico sobre el 

alcance de los artículos 15 de la Ley 95 de 1890 y el inciso 2º de 

la Ley 50 de 1936, señalando: 

 

“De acuerdo con esas disposiciones la nulidad absoluta puede y debe 

ser declarada por el juez, aún sin petición de parte, cuando aparezca 

de manifiesto en el acto o contrato’. Luego, una nulidad que no parece 

de manifiesto en el acto o contrato, es decir, que da lugar a dudas 

acerca de su existencia, bien por razón del aspecto legal, bien por lo 

que atañe a sus antecedentes de hecho, no es manifiesta y sobre ella 

carece el juez de facultad para pronunciarse. 

 

“El vocablo ‘manifiesto’, según la certificación que le asigna el 

diccionario de la Real Academia española, es lo que está al descubierto, 

patente y claro. Lo que no ofrece motivo de discusiones. Luego la 

nulidad absoluta sólo será manifiesta cuando basta para deducirla 

tener a la vista el acto, como la compraventa de bienes raíces celebrada 

por documento privado, o una donación efectuada para asegurar la 

comisión de un hecho delictuoso estipulado así en el título. 

 

“No será manifiesta nulidad en el caso de que su comprobación 

obedezca a la acumulación probatoria de antecedentes de hecho más 

o menos claros, más o menos convincentes, porque entonces no se 

presenta al primer golpe de vista sino que es el resultado de un proceso 

deductivo asentado en elementos extraños.” 

 

La sentencia del 8 de noviembre de 1989, Magistrado Ponente 



Rafael Romero Sierra, también es clara frente al tema al decir: 

 

“No obstante la improsperidad del cargo, la Corte estima propicia la 

oportunidad para reiterar que la facultad concedida por el artículo 2o. 

de la ley 50 de 1936 para declarar de oficio la nulidad absoluta no es 

ilimitada, pues la jurisprudencia ha sido constante y uniforme en 

determinar que para tal efecto "es indispensable que el vicio se 

encuentre patente, claro, de bulto, que salte a la vista en el acto o 

contrato. Porque, si para establecer la existencia de la nulidad el 

juzgador tiene que recurrir o desplazarse a examinar otros 

antecedentes o elementos de convicción, la nulidad en tal evento no 

'aparece de manifiesto en el acto o contrato' y , por ende, no entra en 

juego la facultad oficiosa del sentenciador, por carecer la situación del 

primer presupuesto que la ley señala expresamente (ar t. 2 de la ley 50 

de 1936)"; de otra parte, la doctrina informa que en tratándose de 

contener el artículo 2o. de la ley 50 de 1936, en el punto declaración 

oficiosa de la nulidad absoluta, "una regla excepcional, la 

interpretación que de dicha regulación se haga debe ser restrictiva, 

puesto que esa es la filosofía que sobre el particular inspira el precepto" 

(Cas. Civ. de 27 de Febrero de 1982, C.J . CLXV, pág. 50).” 

 

Disiento de la postura mayoritaria, tras considerar que en el 

caso sub examine no se configuraban los presupuestos para 

declarar una nulidad de oficio. La naturaleza de la nulidad 

absoluta “manifiesta” exige una evidencia tal que su sola lectura 

revele el vicio, circunstancia que no ocurre en este evento. 

 

En primer lugar, tal y como se otea de la sentencia mayoritaria, 

fue necesario conocer y valorar el texto de la escritura pública de 

partición para verificar la participación o no del demandante.  

 

En segundo lugar, la propia providencia de la cual me aparto 

tuvo que realizar un detallado estudio jurídico para diferenciar 

las calidades en que un compañero permanente puede concurrir 

en una sucesión, diferenciando que una cosa era participar por 

gananciales o como heredero y otra a través de la porción marital. 

Este solo dato plantea un escenario jurídico complejo sobre la 



vigencia de sus derechos sucesorales que no se resuelve con el 

mero "golpe de vista". 

 

Agregándose que el vínculo derivado del estado civil únicamente 

pudo constatar la Sala tras analizar otros anexos como la copia 

de la sentencia del Juzgado de Caldas Antioquia, y el folio del 

registro civil del demandante para constatar la inscripción. 

 

Si la Sala se vio en la necesidad de desplegar tal esfuerzo 

interpretativo y de valoración probatoria para establecer la 

persistencia del derecho del actor, es porque el vicio no era “de 

bulto” ni evidente. 

 

En consecuencia, si la comprobación del yerro dependía de 

una acumulación probatoria y de la consulta de antecedentes 

ajenos al título escritural o partitivo, la nulidad carecía de 

carácter manifiesto. Se trataba, pues, de un asunto que 

desbordaba la facultad oficiosa del juez, quien solo debe actuar 

de esta forma para proteger el orden público ante vicios 

flagrantes. 

 

De otro lado, es preciso subrayar que la posibilidad de alegar la 

nulidad de una partición notarial por defectos formales no 

clausura ni excluye la acción de petición de herencia. Esta última 

es la vía idónea para que se reconozcan derechos sucesorales en 

disputa, sin necesidad de forzar una declaración de nulidad 

oficiosa que, en este caso, resulta procesalmente improcedente, 

para lo cual sea suficiente traer a colación lo dicho por la Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia 

SC2362 de 2022 que se cita la sentencia de segunda instancia. 

 



“La acción de petición de herencia consagrada en el artículo 1321 del 

Código Civil10 es la propicia para que el heredero de mejor o igual 

derecho reclame la universalidad o la cuota de ella que le corresponde y 

que otro ocupare en la misma calidad, así como la restitución de las 

cosas que la componen, con la posibilidad de acumular la acción 

reivindicatoria prevista en el canon 1325 ídem11, en relación con las que 

hubiesen pasado a terceros y no hayan sido prescritas por ellos, «de 

donde se desprende que son dos acciones diferenciadas e instituidas en 

favor de quien tenga la calidad de heredero para hacer valer sus 

derechos, las que dependiendo de las circunstancias puede ejercer en 

forma independiente o ya sea coligadas…» (CSJ SC1693-20). No 

obstante, resulta incontrovertible que también puede valerse de otros 

mecanismos como instrumento mediato para recuperar sus privilegios, 

mediante la aniquilación del acto que materializó el despojo, toda vez 

que el artículo 1405 ibidem es claro en que «[l]as particiones se anulan o 

se rescinden de la misma manera y según las mismas reglas que los 

contratos».” 

 

De ahí que clarifique para cada una de estas que:  

 

“el promotor debe satisfacer las cargas probatorias propias de la acción 

que emprenda, que, aparte de la demostración de la existencia del acto 

en todos los casos, respecto a la petición de herencia le exigen acreditar 

la calidad de heredero y que su asignación está ocupada por otro u otros 

herederos de igual o menor derecho; en la ultra dimidium, exhibir que su 

cuota se vio lesionada en más de la mitad; en la de nulidad absoluta 

justificar la existencia de «objeto o causa ilícita», «la omisión del algún 

requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de ciertos 

actos o contratos en consideración a la naturaleza de ellos» o que alguno 

de los contratantes era absolutamente incapaz; y en la de nulidad 

relativa, evidenciar cualquier otro vicio, especialmente los del 

consentimiento: error, fuerza o dolo (artículos 1408 y 1741 ejusdem)”. 

 

Así las cosas, por principio constitucional, prevalece el derecho 

sustancial sobre el procesal y, por esa senda, el legislador erigió la tutela 

judicial efectiva en privilegio de los ciudadanos que acuden a la 

jurisdicción en el Código General del Proceso (art. 2). Por ello, no es tarea 

del juez censurar la acción emprendida por el accionante, sin perjuicio 

de que, en su criterio, exista una mejor vía para acceder a la pretensión; 

su misión simplemente es analizar si se cumplen o no los requerimientos 

para aceptar las peticiones elevadas en el libelo de acuerdo con la acción 

encausada”. 

 

Lo que significa que la acción de petición de herencia es la 



principal, idónea y la propicia con que cuenta el heredero (o como 

en este caso el compañero supérstite) para recuperar sus 

derechos, sin perjuicio de que le asistan otras acciones, entre 

ellas, la nulidad, la rescisión, la reivindicatoria, para atacar las 

particiones o recuperar los bienes de la herencia. 

 

La historia del Código Civil así lo devela, pues durante toda su 

existencia, siempre ha sido la comentada herramienta la vía por 

la cual el heredero [cónyuge o compañero] de forma principal ha 

perseguido su derecho de herencia despojado por otros herederos 

o simplemente putativos.  

 

Por contera, la sentencia SC2362-2022, en mi respetuoso 

entendimiento, no la eliminó del orden jurídico frente a los casos 

que involucran particiones notariales. 

 

Finalmente, resulta imperativo señalar que la Sala omitió 

considerar que la decisión proyectada inicialmente -la cual no 

fue acogida por la mayoría- confirmaba íntegramente el fallo de 

primera instancia. Dicho pronunciamiento amparaba de forma 

técnica y directa el derecho del demandante, al reconocer 

su vocación a la porción marital. 

 

En efecto, la sentencia de primer grado ya disponía las órdenes 

necesarias para el restablecimiento del derecho, a saber: (i) 

reconoció que el demandante, en su calidad de compañero 

permanente, tenía vocación para participar en la sucesión de la 

causante y, en consecuencia, ordenó rehacer la partición 

tramitada mediante la escritura pública No. 234 de 2017 de la 

Notaría Única de Caldas, con su inclusión; (ii) dispuso que, en el 

proceso liquidatorio, este pudiera optar entre gananciales o 



porción conyugal, conforme al artículo 495 del C.G.P.; (iii) ordenó 

la cancelación de las inscripciones registrales derivadas de la 

partición inicial y, (iv) condenó en costas a la demandada. 

 

Lo paradójico de la postura mayoritaria es que, al revocar la 

decisión de instancia para declarar una nulidad de oficio, 

termina por acoger, de forma indirecta y mediante un rito 

procesal innecesariamente complejo, los mismos efectos 

patrimoniales que ya habían sido ordenados de manera natural 

por el juez de origen.  

 

De este modo, se forzó una declaración de nulidad que no era 

manifiesta, ignorando que el ordenamiento ya contaba con 

herramientas suficientes para proteger los derechos del 

compañero sin desnaturalizar la facultad oficiosa del juzgador. 

 

Así como también desconoció que cuando la Corte en la sentencia 

SC2362 de 2022 con ponencia del Magistrado Octavio Agusto 

Tejerio Duque señaló que: “[l]o dicho genera nulidad absoluta de la 

convención, que a voces del artículo 1742 del Código Civil puede y debe ser 

decretada, aún sin que medie petición de parte” citando ese artículo 

1742, lo hizo precisamente para “descartar cualquier crítica que 

pudiera surgir de que la parte actora no fue suficientemente clara al señalar 

la causa petendi de su reclamación (de nulidad) y, en todo caso, se inclinó 

por destacar el carácter ilícito de la manifestación jurada de los demandados 

al promover la liquidación notarial de la herencia de Amalia Trujillo Falla”.  

(Lo citado en paréntesis fuera del texto).   

 

Es decir, lo hizo más como un argumento de refuerzo de su 

postura, lo que podría suponer que, si la causa petendi en el caso 

allí referido hubiese sido clara, simplemente habría desatado la 

pretensión. 



En últimas, convendría preguntarse si en todos los casos en que 

se ataque una partición notarial por la vía de la petición de 

herencia y ella sea procedente, lo conveniente sea anular la 

partición o dar respuesta al derecho de acción, y las 

implicaciones que ello supone, pues si por ejemplo aquella 

incluyera pretensiones de otro calado, bajo la égida de la nulidad, 

aquellas quedarían sin despacho, prédica que encuentro 

aplicable a los reparos, pues se termina eludiéndose la obligación 

de responder a la pretensión impugnaticia, pues ninguna 

manifestación se hizo al respecto en la sentencia. 

 

En conclusión, comprendo que la petición de la herencia es una 

acción principal y una vía idónea para atacar una partición 

notarial y ese fue el camino que escogió la parte demandante en 

este caso para cuestionar el que no haya sido llamada a la 

sucesión de su compañera y que dar respuesta a ello además de 

realizar la tutela judicial efectiva, no iba en contravía del orden 

público; mucho más, cuando la mentada nulidad, en el caso no 

aparecía de bulto en mi modesto sentir. 

 

 

Cordialmente, 

 

Luz Dary Sánchez Taborda. 

 Magistrada. 

Fecha ut supra    
 
 

Firmado Por: 
 

Luz Dary Sanchez Taborda 
Magistrado 

Sala 004 De Familia 
Tribunal Superior De Medellin - Antioquia 

 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 
527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: ccc7d450c8ed6dc4b5d2ea3bf21dbcc83b73b488c859e05d3f659838112bb2f9 

Documento generado en 12/08/2026 04:46:41 PM 



 
Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://firmaelectronica.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


